Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 10 minutos.) 


-La Comisión de Salud Pública da la bienvenida a los representantes de los Institutos de Medicina Altamente Especializada y del 
Banco de Prótesis, quienes habían solicitado audiencia a los efectos de plantear la problemática que los aqueja. 


SEÑOR VALLEJO.- Agradecemos a la Comisión la deferencia de recibirnos. 


Como Administrador del Banco de Prótesis quiero decir que lo que nos trae hoy, aquí, es la problemática que se nos ha generado a 
partir de la aprobación del Decreto N* 404/02, el que, de alguna manera, obliga a las Instituciones Médicas de Asistencia Privada y 
a los Institutos de Medicina Altamente Especializada a convertirse, en un plazo no mayor a 180 días -me refiero a aquellas 
instituciones que tengan la figura jurídica de sociedades civiles sin fines de lucro- en una sociedad comercial. 


Si bien los argumentos esgrimidos por el Poder Ejecutivo en la parte expositiva del decreto son absolutamente legítimos, en cuanto 
a que si existiera algún IMAE -en este caso, los que vinimos hoy a la Comisión- que estuviera desvirtuando en la realidad la forma 
jurídica de asociación civil sin fines de lucro, debería ser investigado y sancionado como correspondiere, consideramos que el 
Ministerio de Educación y Cultura tiene los mecanismos administrativos como para proceder a la investigación y, eventualmente, a 
la aplicación de algún tipo de sanción. 


No nos parece justo que se nos involucre a todos los IMAE en el mismo grupo, presumiendo de antemano una violación de las 
obligaciones inherentes a la forma jurídica que tenemos, que es lo que se expresa en la parte expositiva del decreto: se presume, a 
priori, que los IMAE que tenemos esta forma jurídica, en realidad, no somos asociaciones civiles sin fines de lucro, sino que 
obtenemos lucro. 


Evidentemente, la connotación más importante que tiene para nosotros esta situación es la de un perjuicio económico en un 
momento muy especial de las instituciones. En primer lugar, quiero señalar que nuestras instituciones están al día con las 
obligaciones para con el Estado; están al día con las obligaciones para con todos los trabajadores de los distintos Centros; somos 
eficientes; se le ha dado al país y a la población, durante muchos años, servicios altamente especializados y se ha invertido 
reiteradamente en tecnología, en formación de técnicos en el exterior, sin haber solicitado nunca colaboración al Estado. 


También nos parece injusto el hecho de que en el propio decreto se plantee cierta discriminación con relación a los IMAE cuyos 
titulares son las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva, porque así está expresado en la parte expositiva y resolutiva del 
decreto. Concretamente, allí se dice que los IMAE cuyos titulares sean Instituciones de Asistencia Médica Colectiva no estarán 
alcanzados por el decreto, lo cual, evidentemente, genera una discriminación. 


Desde el punto de vista de los costos de las instituciones, permanentemente hemos estado tratando de adaptarnos a la realidad 
que vive el país. En el caso del Banco de Prótesis, el día lunes acabamos de firmar, después de siete meses de conflicto con el 
gremio de la institución, un acuerdo por una reducción salarial de un 13%, a causa de que, en el mes de marzo, el Fondo Nacional 
de Recursos redujo los aranceles en ese mismo porcentaje. Por esa razón tuvimos que adecuar nuestra estructura de costos a esa 
nueva realidad, además de adoptar otras medidas y decisiones que la institución tomó -al igual que las demás- a los efectos de 
adecuar, repito, la estructura de costos a esa nueva realidad. 


Desgraciadamente, hemos estado enfrentando amenazas que nos desequilibran y no nos permiten planificar en forma adecuada 
nuestra actividad. Somos conscientes de la situación que hoy vive el país y, en particular, la salud; pero, repito, somos instituciones 
eficientes y estamos al día con todas las obligaciones. 


Por otra parte, hay un tema que tiene que ver con la forma jurídica de nuestras instituciones que nos imposibilita pasar, en los 
hechos, de ser una asociación civil sin fines de lucro a ser una sociedad comercial. Evidentemente, en el caso concreto del Banco 
de Prótesis tenemos 22 socios que son personas mayores que se fueron integrando a la institución producto de su relacionamiento 
con el profesor Guglielmone, que fue el creador del Banco. Estas personas, ya sean pacientes o familiares, se integraron 
desinteresadamente, con la única finalidad de colaborar para desarrollar las técnicas que allí se aplican. Ninguno de estos 22 
socios ha hecho aporte efectivo alguno; por lo tanto, sería imposible determinar quiénes son los accionistas de la institución y los 
porcentajes que le correspondería a cada uno en el caso de que pasara a ser una sociedad anónima. De este modo, tanto el Banco 
como alguna de las otras instituciones tenderían a desaparecer, si así fuese. 


Entonces, de alguna manera, lo que venimos a plantear a los señores Senadores es esa preocupación y a solicitarles que analicen 
si es posible revertir esta situación que nos va a generar dificultades importantes. No quiero dramatizar, pero esas dificultades 
pueden llegar a significar el cierre de nuestra Institución. Repito, acabamos de hacer una reducción de salarios y honorarios 
médicos, al mismo tiempo que hemos reestructurado la organización. Ahora nos encontramos con un incremento de los costos, en 
función de que, como asociación civil, estamos exonerados de algunos aportes como, por ejemplo, el patronal al Banco de 
Previsión Social, lo que estaría significando -solamente eso- un incremento del 12,5% al 13% de los costos salariales. 


A eso debemos sumar que consumimos productos importados -téngase en cuenta la modificación del tipo de cambio que se ha 
dado en los últimos tiempos- en un porcentaje muy importante de nuestra estructura de costos, que no podemos cobrar porque, en 
definitiva, las actividades que desarrollamos están regidas por los aranceles que paga el Fondo. Por lo tanto, no ha habido 
posibilidades de ajustar ese desfase que abre el dólar y hemos tenido que absorber esas situaciones. 


En forma muy rápida y tratando de resumir lo más posible, esa es la situación que hoy nos trae aquí. 


SEÑOR SERRA.- Represento a la Asociación Civil del Banco de Prótesis y quería hacer un pequeño agregado a las palabras 
vertidas por el señor Vallejo. 


Verdaderamente, no podemos asimilar aquello de que se convierta a una asociación civil sin fines de lucro en una asociación 
comercial. La asociación sin fines de lucro está creada para personas, como en el caso del Banco de Prótesis -como decía el señor 
Vallejo- que están aportando su trabajo, su sacrificio, que no aportan capital pero tampoco retiran nada de la asociación. Todo lo 
que se gana queda para mejorar las inversiones en tecnología. Si el Banco de Prótesis tiene algún beneficio con respecto a otro 
tipo de sociedades -y esto se puede verificar haciendo alguna inspección- es que brinda asistencia anual a todos los pacientes que 
ha intervenido. Esto significa que una vez al año se los convoca a todos para revisar el estado de su prótesis, por lo que se brinda 
asistencia a los pacientes de por vida. Parte de sus fondos se destinan a especializar a sus médicos y traumatólogos. En definitiva, 
no tiene, en absoluto, fines de lucro. ¿Qué son fines de lucro de acuerdo con lo que define la ley? Es cuando dos o más personas 
se reúnen en un negocio o actividad para, luego, repartir los lucros que resultan de esa actividad. En el Banco de Prótesis no hay 
reparto de lucros porque si hay alguna ganancia proveniente del giro o de donaciones, se destina a mejorar las técnicas, ampliar 
los servicios y a dar servicios gratis. Realizamos muchas cirugías que no cubre el Fondo Nacional de Recursos, por lo que es el 
Banco quien facilita, gratuitamente, el servicio a aquellas personas no pudientes. Esto es lo que quería decir en cuanto al aspecto 
jurídico. Entonces, de acuerdo con los estatutos de esta asociación civil -como de todas- si no puede cumplir el objetivo se tiene 
que disolver y los bienes tendrán que entregarse al Estado. Si eso es lo que se persigue, veremos el resultado. Quiero decir que la 
Asociación debe seguir funcionando como tal o no continúa adelante. 


Entendemos que un decreto no puede modificar una disposición legal; el principio de legalidad acá es fundamental y es el que nos 
ampara. Entendemos que no se puede, a través de una disposición reglamentaria, cambiar la naturaleza de la institución. 


Esto es lo que quería aclarar. 


SEÑOR DUHAGON.- Soy el Presidente del Instituto de Cardiología Infantil y quería plantear lo siguiente. La situación actual del 
Instituto, en lo que refiere concretamente al decreto que se dictó, es similar, ya que esto nos afecta de la misma manera. Por ese 
motivo, todas las instituciones ya hemos recurrido a la Justicia competente. Se ha establecido un plazo de 180 días para que esto 
se aplique y, mientras tanto, nuestros abogados han interpuesto un recurso de revocación. 


Ante esta situación, por demás grave, en alguna oportunidad nos hemos reunido con nuestros colegas, la señora Senadora Xavier - 
quien ejerciera la Presidencia anteriormente- y el señor Senador Cid y con la señora Senadora Pou -actual Presidenta de la 
Comisión- para explicarles toda la problemática. 


En principio, teníamos intenciones de reunirnos para plantear el problema individual del Instituto y, ciertamente, creo que debemos 
tratar de explicar qué es lo que ha sucedido con él. Hoy estamos sentados acá como IMAE y no fuimos tales hasta el 8 de 
setiembre ya que el IMAE era el Hospital Italiano, quien no cumplió no sólo con nosotros, sino con sus obligaciones. Por ese 
motivo, al terminar el contrato no se renovó y, frente a esa situación y a la omisión de asistencia en la que se ¡ba a incurrir, el 8 de 
setiembre el Ministerio de Salud Pública y el Banco de Previsión Social nos pidieron que nos siguiéramos haciendo cargo. Fijense 
que teníamos el CTI lleno -y aún lo tenemos- y que contamos con 10 camas para tres millones de habitantes, que es lo que 
normatiza la Organización Mundial de la Salud. Al parecer el Fondo Nacional de Recursos ignora toda esta legislación y la que se 
establece en los centros de Europa, Japón, Norteamérica, así como también en nuestro país. 


Entonces, sorpresivamente, nos hicimos cargo de todos los insumos de los que antes se hacía cargo el Hospital Italiano y 
asumimos toda la responsabilidad, pagando todo: los anestésicos, medicamentos, etcétera. Por ese motivo estamos hoy acá, 
porque hemos venido como IMAE -de lo contrario, no- cuando antes lo era el Hospital Italiano. Como dije, el 8 de setiembre se nos 
da el IMAE, se nos pide que sigamos brindando la asistencia correspondiente sin recibir absolutamente ninguna remuneración, y 
nos encontramos con que, al poco tiempo de darnos el IMAE como asociación civil sin fines de lucro, sale este decreto que nos 
impide seguir desempeñando la función que nos encomendaron, que realizamos, inclusive, endeudándonos porque los recursos 
que tenemos son mucho menores. En realidad, no sé en qué situación están las AMC que son favorecidas con este decreto; no sé 
si tienen mucho o si deben mucho. Nosotros no manejamos ese volumen pero estamos al día con todos nuestros funcionarios. Es 
más, absorbimos a las enfermeras del Hospital Italiano frente al no pago de dicha Institución, las registramos en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social e hicimos un convenio con el Banco de Previsión Social, que estamos pagando, lo cual era una 
obligación que le correspondía al Hospital. 


En definitiva, nos encontramos con dos sorpresas porque, al poco tiempo de darnos el IMAE, se decreta que no podemos ser 
IMAE; es como si fuera una trampa. No sabemos como sucedió eso y, lo que es mucho peor, ahora, cuando tuvimos que cobrar el 
mes de setiembre nos lo retuvieron en el Fondo Nacional de Recursos porque, aparentemente, el Fondo interpreta que existen 
embargos, que en realidad son del Hospital Italiano, y no nuestros, porque a partir del 8 de setiembre somos otra entidad. Lo que 
debe el Hospital Italiano es problema suyo, e irán contra esa Institución. Es más, nos debe a nosotros muchísimo -pero parecería 
que somos nosotros los embargados- y no cobramos. Esto escapa un poco del problema. 


Quiere decir que por otra resolución que surge de una mala interpretación jurídica que ya fue apelada, en lugar de hacer la 
retención al Hospital Italiano, nos retienen a nosotros que somos algo totalmente distinto. Esto nos lleva a una situación en la que 
no sabemos si podremos subsistir porque el costo mensual es elevado y no tenemos recursos extras. Como bien decían los 
representantes del área de prótesis, los recursos que tenemos los vamos invirtiendo en mejorar la parte tecnológica. 


Todo esto se enmarca en una problemática mucho más grande que afecta a la salud. En este punto creo que me voy a apartar del 
tema y, si ello no es correcto, pido disculpas a los señores Senadores quienes así me lo señalarán. Nos consta que tienen poco 
tiempo y han sido muy gentiles al atendernos. 


Hemos estado siendo sometidos a un permanente bombardeo de resoluciones negativas -incluso lo pudimos ver a través de la 
prensa- contra el Instituto de Cardiología Infantil. Esto fue planteado en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, 
así como también a la señora Senadora y al señor Senador Cid, con quienes hemos tenido más contacto. 


Por otro lado, podemos decir que se está por ingresar en una vorágine devastadora. A nivel mundial, desde el año 1971 y hasta el 
año 2002, países como Suecia, Holanda, Bélgica y España han normatizado la actividad de la cardiología infantil. Me refiero a esta 


especialidad porque es la que nosotros desarrollamos y no sé qué sucede en otras disciplinas. En esos lugares se ha estipulado 
que entre 5:000.000 y 10:000.000 de habitantes puede haber un centro y hasta llegar a la cifra de 10:000.000 no se puede habilitar 
otro. 


Si bien tendríamos muchos aspectos para exponer no lo permite el tiempo. De todos modos aquí se han tergiversado los resultados 
y se ha traído gente del extranjero con todos los gastos pagos. Asimismo, a través de la televisión se ha estado diciendo que ahora, 
en este país, se van a poder operar niños del corazón, cuando en realidad ya se han operado 5.000 niños, lo que representa una 
cifra muy importante para el Uruguay. Esto se ha hecho con mejores resultados que los obtenidos por gente que ha venido a decir 
que puede operar. Además en nuestro país no hay lista de espera para cirugía cardíaca y, en consecuencia, ningún niño muere 
esperando ser atendido. Sin embargo, en el centro de Brasil -se dijo en televisión y no voy a dar nombres porque fue visto por 
todos- hay 800 niños en lista de espera y, entonces, así como hay mortalidad en el acto quirúrgico, allí se mueren mientras esperan 
ser operados. Mientras tanto quien tiene dinero paga y no tiene que permanecer en la lista de espera. Esa es la medicina que no 
queremos para nuestro país. Esta realidad también se da en Argentina. 


Por otro lado nos preocupa mucho destruir algo que ha sido único en América Latina y que hemos llevado adelante, precisamente, 
en nuestras instituciones, más allá de que se ha hecho también en alguna otra. No queremos niños que se mueran en lista de 
espera; no queremos que nos vengan a enseñar cómo hacer la medicina en nuestro país, personas que provienen de otros países 
que están infinitamente más atrasados que nosotros y en donde, por ejemplo, al tratamiento de la fiebre reumática se destina el 
75% de los recursos de la cirugía cardíaca, mientras que aquí en Uruguay prácticamente ha desaparecido esta enfermedad. 


Por todo esto nos preguntamos qué es lo que sucede. ¿Hemos perdido y hemos dejado de reconocer nuestros propios valores? No 
es posible que los europeos vengan y digan que el Uruguay es el único país de América Latina que ha racionalizado y ahora se 
quiere destruir ese logro. Asimismo, a modo de ejemplo podemos decir que trajeron a un argentino, el doctor Greco, que vivió en 
Brasil, que hace dos años que está en España y le pagaron todo para decir que aquí puede haber varios centros. Esto va contra 
toda la normativa porque la información que tengo aquí en mi poder es algo así como la Biblia y la escribieron todos los grandes de 
la cardiología infantil del mundo. Incluso, en España, donde habían proliferado los centros por un error grave porque cada 
autonomía quería tener su propio centro, quedaron 33 y los cardiólogos hicieron un gran censo a nivel nacional. En el mismo se 
extrajo la conclusión de que lo máximo que puede tener un centro es entre 3:000.0000 y 5:000.000 de habitantes. Sin embargo al 
Uruguay se trajo un médico -esto se debe saber porque lo pagamos todos- que ni siquiera concursó para tener un cargo en 
España, le pagaron todo, se dieron el lujo de hablar con el señor Ministro y hasta llamaron a prestigiosas personalidades del país 
para ver si las convencían de que eso era una realidad. 


Todo esto se enmarca dentro de otra problemática, pero no quiero extenderme. Quizás lo podamos hacer en otra oportunidad. En 
su momento hemos entregado la documentación correspondiente y realmente nos preocupa esta situación. Nos consta que toda la 
vida hemos competido; competimos en la Facultad; competimos en Salud Pública y creamos el mejor Centro del país -no de nivel 
intermedio sino mejor que el de cualquier mutualista- también en Salud Pública y con todo donado. El esfuerzo de todas las 
mañanas - y más aún- lo dedicamos precisamente al Ministerio de Salud Pública y a la Facultad de Medicina, y ahora vemos que 
todo eso se va a destruir. 


En cuanto a la competencia decimos que las personas que quieren ganar dinero en Medicina, que lo hagan, pero se puede destruir 
lo que el país ha logrado. A nadie se le puede ocurrir poner, por ejemplo, cuatro panaderías en una esquina. Tampoco un Ministro 
puede decir que se creen diez centros que después se van a fundir. Eso se ha dicho y cabe señalar que no se trata únicamente de 
crearlos. En países avanzados se normatiza la asistencia y no esperan, por ejemplo, que se compren diez resonadores magnéticos 
para que después se fundan ocho, no se puedan restituir y se diga luego ¡qué barbaridad! No es lo mismo tener una fábrica o una 
empresa -que puede ser muy válido- que un centro de salud. La salud pasa por otros carriles y esto forma parte de algo mucho 
más grande que lamentablemente no siempre tenemos oportunidad de plantearlo, más allá de que siempre hemos encontrado 
receptividad de parte del Parlamento, tanto a nivel de los representantes como de los señores Senadores con quienes hemos 
podido conversar. 


Nos parece una burla que nos hayan dado el IMAE, que hayamos invertido y que al mes nos digan "señores: ustedes no pueden 
seguir funcionando así". ¿Qué es lo que debemos hacer? ¿Ir a trabajar a una mutualista? ¿Eso es lo que se desea? ¿Se quiere 
entregar un sistema que así funcionó? Nosotros no le debemos nada a nuestros empleados cuando las mutualistas deben a todos; 
todos los IMAE de las mutualistas deben a todos los médicos que allí trabajan. 


Más allá de los resultados el problema es que estamos entrando a un terreno destructivo y, si bien cada uno puede competir en lo 
que quiere, no debe hacerlo en la medida en que dañe al país y perjudique la salud de la gente. 


Nosotros vamos a seguir asumiendo los compromisos. En estos momentos estamos trabajando con recursos tremendamente 
limitados, siempre por acción u omisión del Fondo Nacional de Recursos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LEONE.- El doctor Duhagón se ha referido a aspectos que a nosotros nos duelen mucho y que realmente se dan todos los 
días desde hace un buen tiempo. La normatización de la asistencia parece no existir en ese sentido en todo lo que refiere a 
medicina de alto riesgo y, en especial, a nuestra actividad que todos queremos defender. Esa defensa de la actividad se basa en 
varios aspectos y, a nuestro entender, este decreto perjudica enormemente a las instituciones aquí presentes y a otras que en este 
momento no están aquí pero que igual se ven comprometidas. 


Para resumir, queremos decir que estas instituciones vienen actuando en el país durante muchos años -algunas están en actividad 
desde hace más de dos décadas- desde que el profesor doctor Oscar Guglielmone, junto con otros profesionales, fundaron el 
Fondo Nacional de Recursos. Personalmente, pienso que ha sido una ley que ha permitido -sobre todo los que hemos tenido la 
oportunidad de estudiar en el extranjero- un avance estupendo y solidario, además de tratarse de una inversión de escasos 
recursos, que ha llevado la asistencia de alto riesgo a todo el país en forma igualitaria, solidaria y con, reitero, recursos muy 
reducidos. Tan es así, que hoy, una persona con $ 69 o $ 70 -que es a lo que asciende la cuota y que se vuelca a las mutualistas- y 
con el aporte que hace el Estado -por acto quirúrgico o médico y no por cada usuario, aun teniendo en cuenta que la población 
beneficiaria se ha duplicado- se puede atender en forma satisfactoria. Teniendo en cuenta esas dificultades, este tipo de medicina 


ha llegado a todos y ha significado que un niño que vive en Artigas, en el medio del campo, o un peón que vive en el interior y que 
tiene una insuficiencia aórtica, una coronariopatía o se le debe realizar una prótesis de cadera, se asista igual que la persona que 
vive en Montevideo o el que tiene más recursos. 


Por lo tanto, en esta reunión queremos expresarles que este decreto perjudica todo lo que hemos defendido a lo largo de estos 
años. ¿Por qué decimos que este decreto nos perjudica? Porque discrimina totalmente lo que son las Instituciones de Asistencia 
Médica Colectiva al exceptuarlas del decreto con respecto a lo que son las Asociaciones Médicas -tal como decía el contador 
Senra- que han desarrollado una actividad médica importante, donde las tres Instituciones que hoy estamos presentes -el INCC, el 
Instituto de Cardiología Infantil y la Asociación del Banco de Prótesis- brindan una asistencia que abarca mayoritariamente todo el 
volumen que maneja el Fondo Nacional de Recursos. Además, lo perjudica económicamente porque como el decreto establece que 
deben ser asociaciones comerciales, evidentemente los costos operativos que van a ser volcados al propio Fondo y a la población, 
van a aumentar. Esto es así por varios aspectos que los contadores conocen muy bien como, por ejemplo, los aportes al Banco de 
Previsión Social y las exoneraciones de insumos que estas asociaciones vuelcan en su precio real y no hacen uso de ninguna otra 
opción. Reitero que todo esto va a aumentar mucho los costos porque un 35% o un 40% de los insumos del producto del costo de 
un acto quirúrgico, está directamente vinculado al precio del dólar. El hecho de limitar las exoneraciones y al hacerse los aportes 
por los funcionarios -que nosotros pagamos- al Banco de Previsión Social igual que lo haría una sociedad comercial, 
evidentemente nos pone en una desventaja. Esta desventaja, además, está establecida en la discriminación con las lAMC, que en 
realidad cuando la ley fue aprobada en un principio no preveía que los IMAE estuvieran contemplados en ella pero, igualmente, 
luego comenzó a funcionar así. Con respecto a esto último tienen varias ventajas. Por ejemplo, los usuarios de una mutualista o 
una Institución de Asistencia Médica Colectiva reciben su atención a través del IMAE. Pero, en realidad, las lAMC liberan ese 
aporte que tendrían que hacer si no existiera el Fondo, a través de sus propias economías. Hay que destacar que están brindando 
un servicio a terceros. Entonces, nosotros pensamos que esto ya es una diferencia perjudicial para este tipo de instituciones y, 
obviamente, cada vez se acentúa más. 


También, desde el punto de vista filosófico el decreto estipula que este tipo de asociaciones sin fines de lucro -que están 
establecidas en el país y que no las inventamos nosotros, sino que solamente formamos parte de ellas- no van a poder funcionar 
como tales y, por lo tanto, los médicos que dedicaron su vida a trabajar de esta forma, van a tener que modificar sus estructuras o 
desaparecerán. Creemos que la segunda opción es la más cierta. 


Quiero decir que, en este sentido -y entiendo el planteamiento del doctor Duhagón- hemos tenido constantes y reiterados ataques 
desde todo tipo de punto de vista, hacia lo que representan estas instituciones, este es uno más y, quizás, sea el más certero y el 
que dé muerte a estas instituciones. 


Por estas razones, nosotros hemos impugnado este decreto pero, de todas maneras deseamos que los señores Senadores 
cuenten con nuestra versión acerca de por qué nos perjudica, así como también lesiona a los beneficiarios del servicio. 


Quisimos hacer una breve reseña y estamos a disposición de la Comisión para discutir el tema con mayor profundidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos agradecer la comparecencia de nuestros invitados y les informamos que analizaremos lo 
planteado por ustedes en esta reunión. 


(Se retiran de Sala los representantes de los Institutos de Medicina Altamente Especializada y del Banco de Prótesis) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


